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El Gobierno presentó a fines del año pasado su pro-
yecto de nueva Ley de Pesca. El texto se encuentra
en la Cámara, pero, como muchas iniciativas am-
biciosas y con defectos técnicos, se ha preferido

dividirlo en dos partes, separando una ley corta dedicada
a un tema que les interesaba particularmente a parlamen-
tarios de distintas regiones: la división de las cuotas pes-
queras entre pescadores industriales y pescadores semiin-
dustriales, los mal llamados “artesanales”. La nueva asig-
nación de derechos reduce la fracción destinada a los pri-
m e r o s , a r g u m e n t a n d o r a z o n e s d e e q u i d a d y
transparencia, lo que fue aprobado rápidamente —en pri-
mer trámite y con amplia mayoría— por la Cámara de Di-
putados.

Desde luego, el argu-
mento de la equidad suena
algo forzado en un debate
como este, si se considera
que se llama “artesanales” a
naves hasta con 18 metros de
eslora y ochenta metros cú-
bicos de bodega. En efecto,
no se trata aquí de aquellos botes pesqueros que el público
suele asociar con el concepto “artesanal”. Poseer una nave
semiindustrial demanda, en realidad, una inversión im-
portante, lejos del alcance de los pescadores de caleta. De
este modo, el conflicto por el fraccionamiento refiere, en
definitiva, a la discusión sobre cómo repartir las rentas
pesqueras entre dos grupos cuya riqueza es muy superior
al promedio nacional, ambos con capacidad de presión e
influencia política. En este sentido, no es extraño el prota-
gonismo que han tenido en el debate los parlamentarios
de la Región del Biobío, donde el sector semiindustrial es
especialmente fuerte.

Es en esta dimensión redistributiva donde emerge uno
de los principales problemas del proyecto, en cuanto a su
eventual alcance expropiatorio y las dudas sobre su consti-
tucionalidad. Esto, por cuanto las actuales licencias transa-
bles de pesca, con una duración de 20 años, corresponden a
un régimen establecido por la ley a partir de 2013. La mayor
parte de ellas (clase A) fueron asignadas por criterios histó-
ricos, pero otra parte (clase B) ha sido subastada. Dado que
las licencias estaban definidas como porcentaje de la pesca
asignada a los industriales, al reducirse esta última por el
nuevo fraccionamiento, se estaría expropiando a quienes se

adjudicaron y pagaron por licencias válidas a lo menos has-
ta 2033. A propósito de ello es que se ha recordado en estos
días un informe elaborado en 2016 por el actual subsecreta-
rio del Interior, Luis Cordero. En él advertía que estas licen-
cias constituyen un título jurídico protegido y su alteración
puede dar origen a litigios y demandas de indemnización
contra el Estado.

Pero aparte de la discusión jurídica, hay otro aspecto a
considerar: el efecto sobre la eficiencia en el uso de los re-
cursos pesqueros. De alguna forma, una iniciativa como es-
ta podría encontrar un símil en una legislación minera que
pretendiera restringir severamente la gran minería del co-
bre y asignar, en cambio, una parte sustantiva de sus dere-

chos a los pequeños mineros
y pirquineros, pues estos em-
plean más trabajadores por
tonelada de cobre producida.
Evidentemente, la enorme
ineficiencia de una medida
así explica por qué ello no ha
sido planteado. Pero precisa-
mente ese criterio es el que

parece guiar el proyecto sobre fraccionamiento de pesque-
rías. Parece no entenderse que el hecho de que una nave
industrial requiera menos trabajadores para una cierta can-
tidad de captura no es un mal, sino una muestra de eficien-
cia. Y si esa nave retorna a puerto con el recurso en mejores
condiciones (dado que tiene mejores equipos de refrigera-
ción y conservación), este tendrá un mayor valor agregado
y podrá recibir más procesamiento, el que a su vez generará
empleo productivo.

El ejemplo de la jibia ejemplifica lo que puede ocurrir
con esta iniciativa: hace algunos años se exigió que la cap-
tura fuera con potera, un arte de pesca inapropiado para la
pesca industrial. Producto de ello, ahora la mayor parte de
los desembarcos de jibia provienen de pesqueros semiin-
dustriales, en un estado que no permite su procesamiento
posterior. A consecuencia de esto, han debido cerrar plan-
tas que agregaban valor al recurso, creando desempleo. Es
lo que posiblemente ocurrirá con esta nueva ley para gran
parte de la fracción traspasada a los semiindustriales. Y
esto sin considerar que los semiindustriales, al tener me-
nos supervisión, tienden a evadir las medidas para con-
trolar la pesca ilegal. En síntesis, solo cabe esperar que este
mal proyecto pueda ser corregido por el Senado.

Para favorecer a un grupo de presión, se pone

en jaque la explotación eficiente de los

recursos pesqueros del país y se arriesgan

potenciales litigios contra el Estado.

Fraccionamiento pesquero

Causa alarma la noticia de que un hombre haya
muerto el domingo en La Florida luego de una
golpiza propinada por un grupo de personas que
aparentemente lo siguió y agredió por haber co-

metido un delito. No es el primer caso, pero es una señal
que debe alertar a las autoridades. En un contexto de crisis
de seguridad pública, es fundamental evitar que las llama-
das “detenciones ciudadanas” se multipliquen y terminen,
como en esta oportunidad, con la muerte del afectado.

Puede ser explicable que, ante la gravedad del fenóme-
no delictual, emerja en algunos sectores la idea de “tomar la
justicia por las propias manos” ante la constatación de una
profunda falla del Estado en proveer seguridad. Sin embar-
go, ese mal encauzado anhelo
de justicia lleva a la sobrerre-
acción y a una violencia des-
piadada y repudiable sobre
otras personas, convirtiendo
a quienes buscan una repara-
ción tras ser víctimas de agre-
siones o robos, en victimarios que igualmente quebrantan
la ley.

Solo un Estado de derecho efectivo puede garantizar el
anhelo de orden social. Sin una autoridad capaz de ejercer la
coacción para el respeto de la norma no es posible proveer
la seguridad que la sociedad demanda. La última encuesta
Cadem demuestra que es precisamente la inseguridad lo
que está determinando las preferencias de la opinión públi-
ca. Ante la pregunta sobre la imagen que se tiene de los
líderes internacionales, Nayib Bukele, Presidente de El Sal-
vador, encabeza el listado como aquel que consigue una
mayor apreciación positiva en la opinión pública chilena, lo
que responde a su eficaz pero a la vez controvertida política
contra las bandas criminales —las llamadas maras— que ha
significado el arresto de miles de presuntos miembros de
estas pandillas delictuales, la mayoría de los cuales aún no

han sido sometidos a juicio. Es indiscutible que sus políticas
han conseguido altos índices de seguridad, reduciendo
drásticamente las tasas de delitos violentos, pero al costo de
atropellar garantías fundamentales. Sin embargo, ni esto ni
la progresiva deriva autoritaria de su gobierno parecen pe-
sar en el juicio que los chilenos hoy hacen de su figura, al
punto que un 42% dice que le gustaría que el próximo Pre-
sidente de Chile tuviera su estilo.

El resultado de las recientes elecciones en Estados Uni-
dos fue también una demostración de la preferencia por un
liderazgo fuerte pero cuya agenda los ciudadanos sienten
más cercana a sus reales problemas y angustias. Donald
Trump también exhibe un porcentaje importante de eva-

luación positiva entre los chi-
lenos —43 por ciento, 20
puntos más que en su prime-
ra elección—, sin que se repa-
re en su controversial trayec-
toria y su historial judicial.

La inseguridad, la migra-
ción y los problemas económicos se han tomado la agenda
global, así como la local. La opinión pública parece favore-
cer liderazgos decididos que atiendan a los problemas coti-
dianos de una población desafectada. El debate ideológico
—especialmente aquel de corte identitario, como sucedió
en Estados Unidos— parece lejano y carente de sentido
cuando hay urgencias en ámbitos fundamentales como el
orden público, la salud, la educación y el costo de la vida,
entre otros. Es responsabilidad de las autoridades, y de los
sectores políticos en su conjunto, atender a una demanda
tan básica y fundamental como es la seguridad. Desaten-
derla significa abrir el espacio para la progresiva normaliza-
ción de acciones al margen de la ley, como estas “detencio-
nes ciudadanas”, que debilitan el Estado de derecho, impo-
niendo un entorno de violencia generalizada. El caso de La
Florida es una demostración preocupante.

Este repudiable hecho da cuenta de una

profunda falla del Estado en proveer

seguridad a los ciudadanos.

“Detención ciudadana”, grave alerta

El brusco cam-
bio de canciller en
Argentina, motiva-
do por el apoyo a
una resolución muy
retórica y formalista
de la Asamblea Ge-
neral de la ONU
acerca del embargo
comercial (“blo-
queo”) a Cuba, ha si-
do un tema comuni-
cacional en nuestra
América y en la política contingente
porteña. El Presidente Milei, fiel a esa
parte de showman que revela su estilo
político, pretendía reconfigurar lo que
consideraba un error en una demostra-
ción de principio.

Sin tomar mortalmente en
serio las declaraciones conde-
natorias de ese organismo, que
tantas veces ejerce desvergon-
zado doble estándar, y sin con-
siderar que hubiera ninguna
necesidad, ni estratégica ni de principios,
de solidarizar con el régimen de los Cas-
tro (o lo que queda de él), hay que añadir
que esa condena posee una carga de tea-
tralidad que contribuye a la ineficacia de
la misma ONU. La condena al embargo
norteamericano fue un mero ejercicio de
renovación moral para sentirse bien.

Otra cosa es que los embargos inde-
finidos sean política y moralmente justi-
ficados. Afectan más a las poblaciones
que a los gobiernos que se pretende cas-
tigar. Los embargos poseen la paradoja

de fortalecer a gobiernos duros, indife-
rentes a los sufrimientos de su pobla-
ción, y que les dan un halo de legitimi-
dad, como aquello de “guerra contra el
imperio”, que no ha dejado de otorgarle
oxígeno al régimen de los Castro (para
qué decir Corea del Norte, un extremo).
En el largo plazo dañan un futuro proce-
so de democratización —cuando este es
posible—, ya que dejan una tierra baldía
(temo que esto sea el caso de la sufrida
Cuba), pero sin que hayan tocado al in-
terés supremo del hombre fuerte: sobre-
vivir en el poder hasta donde se pueda.
Si, como lo propiciaba un fuerte lobby de
países principalmente totalitarios, en-
tonces de gran influjo en la ONU, hubie-
se habido un embargo de castigo a Chile

en los1970 y 1980, ello habría hecho im-
posible la modernización económica,
para no hablar de la viabilidad del país.
Estas razones llevan a rechazar el em-
bargo a Cuba —legítimo en su origen—,
aunque hay varias maneras de expresar-
lo. Ante el hecho de que un país haya
estado bajo la férula de dos hermanos
por 60 años, lo que es una anomalía mo-
ral y políticamente inaceptable, bastaría
una abstención para marcar el punto. 

Las consecuencias deducidas por
Milei merecen dos observaciones. Una,

que fue acompañada de un llamado a
alinearse al funcionariado de carrera. Si
se trata de obedecer lineamientos del
Ejecutivo, ello es normal en cualquier
democracia; si se trata de crear una
guardia pretoriana, es invitar a una par-
celación temporal de la administración
pública, que cambiará con nuevos go-
biernos —y según la experiencia argen-
tina y de muchas partes, en eterno zig-
zag—, donde es el país el que pierde.

La siguiente observación es que se
justifica porque su política exterior es
consolidar una alianza con EE.UU. e Is-
rael, lo que aparece como meta excesiva-
mente rotunda. Chile mismo en seguri-
dad depende en parte de la tecnología
israelí, pero ello no modifica o no debe-

ría modificar su neutralidad
ante el conflicto, y tampoco in-
hibirse de criticar excesos de
una u otra parte. Además, Isra-
el por muchas razones es una
sociedad guerrera, hipotecada
por el conflicto del Medio

Oriente, y ninguno de nuestros países
tendría razones para involucrarse en
ello, salvo una eventual e improbable
intermediación. Nuestros intereses de-
berían estar orientados, principal aun-
que no exclusivamente, a las democra-
cias desarrolladas. La coordinación es-
tratégica entre estas es fundamental pa-
ra el equilibrio global y la supervivencia
de la democracia, lo que está en el inte-
rés de todos los países latinoamericanos. 

C O L U M N A  D E  O P I N I Ó N

A propósito de Milei y Cuba

Los embargos poseen la paradoja de fortalecer

a gobiernos duros, indiferentes a los

sufrimientos de su población.

Si desea comentar esta columna, hágalo en el blog

Por
Joaquín
Fermandois

Hace meses que el gobierno de
coalición en Alemania estaba parali-
zado por diferencias entre los so-
cios, los partidos Socialdemócrata
(SPD), Verdes y Liberal (FDP). El
día que salió elegido Donald
Trump, el Canciller Olaf Scholz,
quizás por casualidad o porque pre-
veía problemas futuros, determinó
destituir al ministro de Finanzas,
del FDP, Christian Lindner, quien
no aceptaba su propuesta de au-
mentar el endeudamiento público
por sobre el límite constitucional
del 0,35 por ciento, para enfrentar el
aumento de los precios de la energía
y el gasto de la ayuda militar a Kiev.
Con su salida, se derrumbó la alian-
za que se formó
en 2021 y que de-
bió cambiar sus
objetivos origina-
les con la guerra
d e s a t a d a e n
Ucrania y el fin
del gas barato que llegaba de Rusia.

Tanto para beneficio del país
como de los aliados europeos, Ale-
mania necesita formar pronto un
gobierno estable que dé esperanzas
de una solución a la crisis económi-
ca y asegure la continuidad del apo-
yo occidental a Kiev, en riesgo de
disminuir tras el triunfo de Trump.
Por años, el país fue el motor del cre-
cimiento de la Unión Europea, y
hoy atraviesa la primera recesión de
dos años en dos décadas (caída de
0,3 por ciento del PIB en 2023, y del
0,2, estimado para este año), moti-
vada principalmente por el enorme
aumento de los precios de la energía
y también de las tasas de interés. Pe-
ro además la crisis es consecuencia
de problemas estructurales, como
una infraestructura envejecida, la
falta de mano de obra por causas de-
mográficas y los altos costos de las
políticas para combatir el cambio
climático, que afectan su competiti-
vidad internacional. 

Esta situación llevó al gobierno
de Scholz a proponer medidas para
impulsar la economía, especialmen-

te en apoyo a la aproblemada indus-
tria automotriz, y para fortalecer la
defensa, todo esto financiado con
deuda. Lindner no estuvo de acuer-
do; propuso en cambio recortar im-
puestos, rebajar gasto social y redu-
cir las metas medioambientales.
Scholz no aceptó y prefirió dejar ca-
er la coalición.

El Canciller lidera por ahora un
gobierno de minoría, a la espera de
una moción de confianza a votarse
en diciembre, que con toda seguri-
dad perderá. Durante este lapso, to-
davía podría buscar respaldo para
aprobar algunas leyes en las que
hay consenso, como la ayuda a
Ucrania o una ley de inmigración

que incorpora
normas europe-
as. Sin embargo,
todas las apues-
tas están en pre-
parar el camino
para elegir un

nuevo Parlamento. Las encuestas
no son favorables a los partidos de
la coalición. El SPD marca 17 por
ciento, mientras los Verdes, apenas
11 por ciento, pero su líder, Robert
Habeck, ya lanzó su candidatura
para reemplazar a Scholz. Habeck
tuvo una popularidad personal del
70 por ciento, por el manejo de la
crisis por el corte del gas ruso. Hoy
marca solo 26 por ciento. 

Es la Democracia Cristiana,
CDU, la que tiene más opciones de
ganar los próximos comicios, con el
32 por ciento de las preferencias en
los sondeos. Su líder, Friederich
Merz, aceptó avanzar en algún acuer-
do con Scholz para aprobar leyes
pendientes, a cambio de que presente
lo antes posible la moción de confian-
za para adelantar el proceso electoral.
Si se da el pronóstico, la incógnita es
cuánto apoyo recibirá la ultraderecha
de Alternativa para Alemania, AfD,
que marca 17 en las encuestas y ha si-
do un factor de disrupción. El FDP,
gestor de la crisis, apenas cuenta con
el 3 por ciento y arriesga quedar fuera
del Parlamento.

Alemania necesita formar

pronto un gobierno

estable.

Apuesta por elecciones 

Tan lindo, tan campesino, tan antiguo
eso de llamar a los niños a “sosegarse”.
Evoca un mundo más contenido y com-
prensible, más chile-
no, con injusticias y
defectos graves (sin
duda alguna), pero
añorado igual. 

A lo mejor por-
que ahora las injus-
ticias y defectos que
duelen son de otra
laya, los focos están
en HD (¡qué cruel-
dad!) y nuestro en-
tendimiento en sus-
penso. Sospecha-
mos que no enten-
demos nada, y que
la versión futura se encuentra en una
disputa sucia: “guerra cultural”, según al-
gunos amantes de lugares comunes, se-
pulcros blanqueados y frases p’al bronce. 

La del título la dijo una desconocida a
su hijo, en la arena, al borde del Pacífico.

No me acuerdo ni cuándo ni dónde. En
ese momento me dio risa el desajuste en-
tre el verbo tan criollo y tan rural y el

n o m b r e p r o p i o ,
gringo, aspiracional
y generalmente mal
escrito. (Como Jac-
keline, que tiene su
lógica, porque la
Jacqueline más fa-
mosa fue casada
con un Jack. Lógi-
co.)

Algo más me pa-
só, supongo, porque
no lo he olvidado en
tantos años. Lo aso-
cio a una sensación
de derrota, a un do-

lor sordo, a un bajo continuo de los usos y
costumbres. A la tentación de tirar la es-
ponja. Sobre todo tras la victoria de
Trump. Sosiégate, Elon.

D Í A  A  D Í A

¡Sosiégate, Jonathan!

POKER FACE

A N D A  M U C H A  T O S  P O R  A H Í

—Otra vez, mi general.
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